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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL – Decreto 680 de 2021

De acuerdo con esta norma, las ofertas de bienes y servicios nacionales —o extranjeros con derecho a trato nacional— deben beneficiarse de un puntaje entre el 10% y el 20% del total de los puntos, según lo haya definido la entidad estatal contratante en el pliego de condiciones o documento equivalente, con la finalidad de incentivar la industria nacional.
Conviene señalar que corresponde a la entidad pública fijar en el pliego de condiciones los criterios de asignación del puntaje o factores de evaluación. En consecuencia, la entidad cuenta con discrecionalidad administrativa para determinar los elementos o circunstancias que utilizará para la calificación de las propuestas. No obstante, dicha discrecionalidad no es absoluta, pues se encuentra limitada por las normas de orden público, incluidas las reglas imperativas para la elaboración del pliego de condiciones y el deber de selección objetiva.
Dentro de las reglas que restringen la discrecionalidad administrativa de las entidades estatales en la elaboración del pliego de condiciones se encuentra el artículo 2 de la Ley 816 de 2003. En efecto, este enunciado normativo establece que las entidades de la administración pública a las que se refiere el artículo 1 de la misma Ley deben incluir “[…] un puntaje comprendido entre el diez (10) y el veinte por ciento (20%)” para estimular la industria nacional, cuando se oferten bienes o servicios nacionales” –inciso primero o “Franja 1”–. Adicionalmente, la norma indica que si no se ofertan bienes o servicios nacionales, sino bienes o servicios extranjeros, “[…] la entidad contratante establecerá un puntaje comprendido entre el cinco (5) y el quince por ciento (15%), para incentivar la incorporación de componente colombiano de bienes y servicios profesionales, técnicos y operativos” –inciso segundo o “Franja 2”–.

APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL – Criterios – Acreditación – Requisitos – Capital extranjero

En aplicación de estos criterios, corresponde a la entidad estatal determinar en los pliegos de condiciones la metodología para asignar el puntaje por apoyo a la industria nacional. El puntaje solo debe concederse al proponente que acredite el cumplimiento de los requisitos normativos, ya sea mediante la incorporación de bienes nacionales relevantes o mediante la vinculación del personal colombiano exigido.

En consecuencia, la posibilidad de acceder al puntaje por apoyo a la industria nacional no depende exclusivamente de la composición del capital social, sino del cumplimiento de la regla de origen y de las condiciones previstas en la Ley 816 de 2003 y su reglamentación, cuya verificación corresponde a la entidad estatal en cada proceso de contratación.

PUNTAJE POR SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL – Otorgamiento puntaje

De acuerdo con esta norma, las ofertas de bienes y servicios nacionales —o extranjeros con derecho a trato nacional— deben beneficiarse de un puntaje entre el 10% y el 20% del total de los puntos, según lo haya definido la entidad estatal contratante en el pliego de condiciones o documento equivalente, con la finalidad de incentivar la industria nacional.
Conviene señalar que corresponde a la entidad pública fijar en el pliego de condiciones los criterios de asignación del puntaje o factores de evaluación. En consecuencia, la entidad cuenta con discrecionalidad administrativa para determinar los elementos o circunstancias que utilizará para la calificación de las propuestas. No obstante, dicha discrecionalidad no es absoluta, pues se encuentra limitada por las normas de orden público, incluidas las reglas imperativas para la elaboración del pliego de condiciones y el deber de selección objetiva.
Dentro de las reglas que restringen la discrecionalidad administrativa de las entidades estatales en la elaboración del pliego de condiciones se encuentra el artículo 2 de la Ley 816 de 2003. En efecto, este enunciado normativo establece que las entidades de la administración pública a las que se refiere el artículo 1 de la misma Ley deben incluir “[…] un puntaje comprendido entre el diez (10) y el veinte por ciento (20%)” para estimular la industria nacional, cuando se oferten bienes o servicios nacionales” –inciso primero o “Franja 1”–. Adicionalmente, la norma indica que si no se ofertan bienes o servicios nacionales, sino bienes o servicios extranjeros, “[…] la entidad contratante establecerá un puntaje comprendido entre el cinco (5) y el quince por ciento (15%), para incentivar la incorporación de componente colombiano de bienes y servicios profesionales, técnicos y operativos” –inciso segundo o “Franja 2”–. 

ACUERDOS COMERCIALES – Omisión en el pliego – Consecuencia

La omisión de un acuerdo comercial aplicable en el pliego de condiciones no supone per se su inaplicabilidad. Cuando la entidad simplemente omitió incluir el acuerdo, sin consignar una regla expresa de exclusión, no existe un acto administrativo cuyo contenido resulte contrario al tratado, sino un vacío en el pliego de condiciones que debe ser suplido con el ordenamiento jurídico aplicable, dentro del cual el acuerdo comercial, incorporado mediante ley aprobatoria, y el artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015 ocupan una posición de prevalencia. En consecuencia, el silencio de los documentos del proceso sobre un tratado ratificado no habilita a la entidad para desconocer u omitir su cumplimiento, por lo que esta debe, en la medida de lo posible, aplicar directamente el tratado, dando prelación a sus reglas en la evaluación.
Respecto del puntaje de apoyo a la industria nacional, lo anterior significa que, si el pliego previó el factor de la Ley 816 de 2003 y un proponente acredita que se trata de un oferente, bienes o servicios provenientes de un Estado cubierto por el acuerdo comercial aplicable, la entidad debe asignarle el puntaje reservado a la oferta nacional — al cual se refiere el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003—, sin que pueda oponerle la omisión del listado, siempre que se cumplan los presupuestos que para el efecto exige la norma.
No obstante, la aplicación directa del tratado en sede de evaluación puede no resultar materialmente posible en todos los casos. Si el trato nacional puede acreditarse con la información y los documentos ya contemplados en los documentos del proceso, la entidad debe otorgar el puntaje directamente, integrando el vacío del pliego con el tratado y lo dispuesto en el Decreto 1082 de 2015. Si, en cambio, su reconocimiento exige acreditar condiciones o aportar documentos no previstos en el pliego, corresponde a la entidad adoptar las medidas procedimentales que permitan su aplicación sin sacrificar la igualdad, ni el debido proceso. Por ejemplo, si advierte la situación antes del cierre, podrá hacerlo mediante adenda que incorpore el acuerdo, ajuste el mecanismo de acreditación y amplíe el cronograma; si esto ocurre después del cierre, puede requerir al proponente para que aporte los documentos necesarios, siempre que acrediten circunstancias existentes al momento de ofertar, en el marco de las reglas de subsanabilidad y con observancia de la restricción del parágrafo 1º del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007.
Finalmente, si la omisión del acuerdo compromete el proceso, la entidad deberá acudir a las medidas remediales o de saneamiento que resulten adecuadas, en lugar de una aplicación directa del tratado, si resulta materialmente inviable o lesiva a la igualdad. En cualquier supuesto, corresponde a la entidad determinar, en el caso concreto, las medidas para armonizar la aplicación del acuerdo comercial con el pliego de condiciones, en cumplimiento del marco jurídico y de los principios que rigen su actividad contractual.
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	Radicación:               
	Respuesta a la consulta con radicado No. 1_2026_06_03_007598



Estimada señora Potes:

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de concepto del 04 de junio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“Si una entidad estatal publica un pliego de condiciones sin mencionar un acuerdo comercial aplicable, pero al revisar los criterios de cobertura (entidad cubierta, objeto contractual y cuantía) se concluye que el proceso sí debía estar cobijado por dicho acuerdo comercial, ¿deben aplicarse las reglas del acuerdo comercial o únicamente las contenidas en el pliego? Es decir, en el caso del puntaje de Industria Nacional, en ese caso, se debe asignar el puntaje?”

	De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Cómo debe proceder la Entidad Estatal cuando omite incluir un Acuerdo Comercial en el pliego de condiciones?

2. Respuesta:

	La omisión de un acuerdo comercial aplicable en el pliego de condiciones no supone per se su inaplicabilidad. Cuando la entidad simplemente omitió incluir el acuerdo, sin consignar una regla expresa de exclusión, no existe un acto administrativo cuyo contenido resulte contrario al tratado, sino un vacío en el pliego de condiciones que debe ser suplido con el ordenamiento jurídico aplicable, dentro del cual el acuerdo comercial, incorporado mediante ley aprobatoria, y el artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015 ocupan una posición de prevalencia. En consecuencia, el silencio de los documentos del proceso sobre un tratado ratificado no habilita a la entidad para desconocer u omitir su cumplimiento, por lo que esta debe, en la medida de lo posible, aplicar directamente el tratado, dando prelación a sus reglas en la evaluación.
Respecto del puntaje de apoyo a la industria nacional, lo anterior significa que, si el pliego previó el factor de la Ley 816 de 2003 y un proponente acredita que se trata de un oferente, bienes o servicios provenientes de un Estado cubierto por el acuerdo comercial aplicable, la entidad debe asignarle el puntaje reservado a la oferta nacional — alcual se refiere el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003—, sin que pueda oponerle la omisión del listado, siempre que se cumplan los presupuestos que para el efecto exige la norma.
No obstante, la aplicación directa del tratado en sede de evaluación puede no resultar materialmente posible en todos los casos. Si el trato nacional puede acreditarse con la información y los documentos ya contemplados en los documentos del proceso, la entidad debe otorgar el puntaje directamente, integrando el vacío del pliego con el tratado y lo dispuesto en el Decreto 1082 de 2015. Si, en cambio, su reconocimiento exige acreditar condiciones o aportar documentos no previstos en el pliego, corresponde a la entidad adoptar las medidas procedimentales que permitan su aplicación sin sacrificar la igualdad, ni el debido proceso. Por ejemplo, si advierte la situación antes del cierre, podrá hacerlo mediante adenda que incorpore el acuerdo, ajuste el mecanismo de acreditación y amplíe el cronograma; si esto ocurre después del cierre, puede requerir al proponente para que aporte los documentos necesarios, siempre que acrediten circunstancias existentes al momento de ofertar, en el marco de las reglas de subsanabilidad y con observancia de la restricción del parágrafo 1º del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007.
Finalmente, si la omisión del acuerdo compromete el proceso, la entidad deberá acudir a las medidas remediales o de saneamiento que resulten adecuadas, en lugar de una aplicación directa del tratado, si resulta materialmente inviable o lesiva a la igualdad. En cualquier supuesto, corresponde a la entidad determinar, en el caso concreto, las medidas para armonizar la aplicación del acuerdo comercial con el pliego de condiciones, en cumplimiento del marco jurídico y de los principios que rigen su actividad contractual.
Al margen de lo expuesto, debe advertirse que el análisis para resolver problemas específicos en torno a los procesos de contratación debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

[bookmark: _Hlk66177778]i) Los tratados bilaterales de comercio con capítulos sobre contratación pública son hoy en día una realidad en el ordenamiento jurídico colombiano y las normas de contratación nacionales, como el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, deben ser aplicadas en la práctica con la debida observancia de las obligaciones internacionales del Estado, so pena de causar responsabilidad por incumplimiento de dichas obligaciones. 
	Los acuerdos comerciales son tratados internacionales celebrados entre Estados e incorporados a los ordenamientos nacionales, cuyo contenido establece derechos y obligaciones en distintas materias, incluyendo las compras públicas. En el caso colombiano, cada acuerdo comercial debe ser aprobado y posteriormente incorporado al ordenamiento jurídico por una ley de la República[footnoteRef:2]. [2:  La Constitución Política, en el artículo 189, numeral 2, dispone que el Presidente de la República debe: “Dirigir las relaciones internacionales. Nombrar a los agentes diplomáticos y consulares, recibir a los agentes respectivos y celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso”. Así́ mismo, en el artículo 150, numeral 16, establece que el Congreso de la Republica debe: “Aprobar o improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional. Por medio de dichos tratados podrá́ el Estado, sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir parcialmente determinadas atribuciones a organismos internacionales, que tengan por objeto promover o consolidar la integración económica con otros Estados”.] 

Dado que los acuerdos comerciales se encuentran incorporados a la legislación interna, las Entidades Estatales deben aplicar las normas de contratación, como el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y demás normas complementarias–, con la debida observancia de las obligaciones internacionales incluidas en los acuerdos suscritos por Colombia, so pena de incurrir en responsabilidad por el incumplimiento de dichas obligaciones.
	Uno de los aspectos que presenta mayor complejidad a nivel internacional en materia de contratación pública se refiere al concepto de contratación pública cubierta. Esto es, las transacciones que se entienden comprendidas dentro del acuerdo, y a las cuales deben, en consecuencia, aplicarse los estándares de protección acordados. Para poder determinar qué es contratación cubierta es necesario revisar el instrumento normativo preciso cuya protección se invoca –el tratado– y determinar si la transacción que se alega como cubierta lo está o no. 
[bookmark: _Hlk66177822]En consecuencia, las Entidades Estatales tienen la obligación de identificar los acuerdos comerciales aplicables a sus procesos de contratación, y de esta manera cumplir con las obligaciones internacionales en materia de compras y contratación pública. Para esto, las Entidades Estatales deben tener en cuenta que los capítulos de compras públicas de los acuerdos comerciales señalan: (i) la cobertura específica, es decir, un listado de las entidades, los bienes y servicios cubiertos; (ii) los valores a partir de los cuales el acuerdo comercial es aplicable al proceso de contratación, y (iii) las excepciones a la aplicación del acuerdo comercial. En suma, la finalidad de celebrar acuerdos comerciales es el cumplimiento recíproco de las obligaciones que estos contienen. Por ello, dependiendo del tratado y su contenido, se podrá determinar específicamente el tipo de obligaciones que Colombia tendrá que cumplir. 
	En este marco, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente expidió el Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación con el fin de lograr que las entidades estatales cumplan, en la práctica, de manera sencilla y pacífica las obligaciones internacionales adquiridas por el Estado. Este manual, sin introducir ninguna modificación o restricción a los tratados, condensa y explica los deberes internacionales del Estado colombiano que deben iluminar la actuación de las entidades estatales contratantes.
Para determinar lo anterior, el Manual recomienda: (i) verificar si el tratado se encuentra vigente, (ii) si la Entidad está incluida en el acuerdo, (iii) identificar si el presupuesto oficial estimado del Proceso de Contratación es igual o superior al valor a partir del cual el acuerdo comercial es aplicable, y (iv) determinar si hay excepciones que excluyan su aplicación[footnoteRef:3]. El Manual sugiere que las Entidades Estatales verifiquen el cumplimiento de estos criterios de manera sucesiva. De esta forma, una vez determinen que el acuerdo se encuentra vigente y que se trata de una Entidad cobijada, deberán confirmar que el presupuesto oficial estimado del proceso de contratación que van a adelantar es igual o superior al umbral señalado por el acuerdo.  [3:  Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en procesos de contratación. Pág. 10.] 

	De igual forma, el ordenamiento jurídico colombiano, respecto a las compras públicas, en el artículo 2.2.1.2.4.1.1 del Decreto 1082 de 2015, dispuso que: “Las Entidades Estatales deben adelantar los Procesos de Contratación de acuerdo con lo previsto en los Acuerdos Comerciales, cuando estos les sean aplicables”. Por tanto, con base en lo dispuesto en el artículo en mención, la obligatoriedad de aplicar los tratados está sometida al cumplimiento de los requisitos legales de incorporación en el derecho nacional y no a su consagración en el Manual de Acuerdos Comerciales expedido por la Agencia. 
Así las cosas, la determinación de si un proceso se encuentra cobijado por uno o varios acuerdos comerciales debe realizarse de forma individual y específica para cada caso, ya que factores como la naturaleza jurídica de la entidad estatal, el objeto del contrato y su valor pueden incidir en la aplicabilidad de un acuerdo en particular. En ese sentido, se recomienda revisar detalladamente el contenido de cada instrumento internacional vigente y apoyarse en herramientas orientativas como el Manual para el Manejo de Acuerdos Comerciales elaborado por Colombia Compra Eficiente. 

ii) En concordancia, el artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015 dispone que la Entidad Estatal debe conceder trato nacional a los oferentes, bienes y servicios provenientes de Estados con los cuales Colombia tenga Acuerdos Comerciales, en los términos establecidos en tales Acuerdos. Como lo ha explicado la Agencia, el trato nacional consiste en la consideración especial en la asignación de puntaje que se tiene sobre los oferentes, bienes y servicios colombianos y que, en virtud de la reciprocidad, se extiende a los extranjeros; privilegio que puede provenir de un tratado o acuerdo comercial, de un certificado de reciprocidad o de la regulación andina.
La Ley 816 de 2003, “por medio de la cual se apoya a la industria nacional a través de la contratación pública”, tiene como objetivo promover una mayor participación de los proveedores de bienes y servicios de origen colombiano en las compras de las entidades públicas. Asimismo, fue adoptada con el propósito de crear un factor de preferencia para las propuestas que ofrezcan productos o servicios nacionales.
Para ello, el artículo 1 dispone que las entidades estatales, en los procedimientos de selección que realicen e independientemente del régimen contractual que les sea aplicable, deben adoptar criterios que apoyen la industria nacional. En consonancia con lo anterior, el parágrafo de dicho artículo indica que:

“Se otorgará tratamiento de bienes y servicios nacionales a aquellos bienes y servicios originarios de los países con los que Colombia ha negociado trato nacional en materia de compras estatales y de aquellos países en los cuales a las ofertas de bienes y servicios colombianos se les conceda el mismo tratamiento otorgado a sus bienes y servicios nacionales. La acreditación o demostración de tal circunstancia se hará en los términos que señale el reglamento”.

En materia de contratación pública, dicho trato nacional es aplicable a los proponentes que ofrezcan bienes y servicios nacionales, de conformidad con las definiciones del artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, así como a los extranjeros que cumplan con los criterios que se encuentran regulados en el artículo 2.2.1.2.4.1.3. del mismo Decreto[footnoteRef:4], en el que se establece la forma como se debe acreditar la existencia de trato nacional para extranjeros, dependiendo del fundamento de este y exigiendo el certificado expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando no exista tratado, ni regulación andina aplicable.  [4:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.2.4.1.3.  La Entidad Estatal debe conceder trato nacional a: (a) los oferentes, bienes y servicios provenientes de Estados con los cuales Colombia tenga Acuerdos Comerciales, en los términos establecidos en tales Acuerdos Comerciales; (b) a los bienes y servicios provenientes de Estados con los cuales no exista un Acuerdo Comercial pero respecto de los cuales el Gobierno Nacional haya certificado que los oferentes de Bienes y Servicios Nacionales gozan de trato nacional, con base en la revisión y comparación de la normativa en materia de compras y contratación pública de dicho Estado; y (c) a los servicios prestados por oferentes miembros de la Comunidad Andina de Naciones teniendo en cuenta la regulación andina aplicable a la materia.
“El Ministerio de Relaciones Exteriores debe expedir el certificado por medio del cual se acredite la situación mencionada en el literal (b) anterior en relación con un Estado en particular, lo cual no es requerido para acreditar las situaciones a las que se refieren los literales (a) y (c) anteriores. Para constatar que los oferentes de Bienes y Servicios Nacionales gozan de trato nacional en un Estado, el Ministerio de Relaciones Exteriores debe revisar y comparar la normativa en materia de compras y contratación pública del respectivo Estado para lo cual puede solicitar el apoyo técnico del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y de Colombia Compra Eficiente, dentro de sus competencias legales.
“Los certificados para acreditar la condición a la que se refiere el literal (b) anterior deben ser publicados en la forma y oportunidad que para el efecto disponga Colombia Compra Eficiente. La vigencia de los certificados será de dos años contados a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio de que el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo o Colombia Compra Eficiente soliciten al Ministerio de Relaciones Exteriores su revisión con ocasión de la expedición de nueva normativa en el Estado sobre el cual se expide el certificado. Colombia Compra Eficiente puede determinar vía circular la forma como el Ministerio de Relaciones Exteriores debe constatar que los oferentes de Bienes y Servicios Nacionales gozan de trato nacional y de revisar y comparar la normativa en materia de compras y contratación pública para la expedición del certificado”.] 

Por otra parte, las entidades estatales deben aplicar en sus procedimientos de selección lo previsto en el artículo 2 de la Ley 816 de 2003, que establece un criterio de calificación diferencial, en los siguientes términos:

“Las entidades de que trata el artículo 1o asignarán, dentro de los criterios de calificación de las propuestas, un puntaje comprendido entre el diez (10) y el veinte por ciento (20%), para estimular la industria colombiana cuando los proponentes oferten bienes o servicios nacionales.
Tratándose de bienes o servicios extranjeros, la entidad contratante establecerá un puntaje comprendido entre el cinco (5) y el quince por ciento (15%), para incentivar la incorporación de componente colombiano de bienes y servicios profesionales, técnicos y operativos.
Si una vez efectuada la calificación correspondiente, la oferta de un proponente extranjero se encuentra en igualdad de condiciones con la de un proponente nacional, se adjudicará al nacional”.
	
	De acuerdo con esta norma, las ofertas de bienes y servicios nacionales —o extranjeros con derecho a trato nacional— deben beneficiarse de un puntaje entre el 10% y el 20% del total de los puntos, según lo haya definido la entidad estatal contratante en el pliego de condiciones o documento equivalente, con la finalidad de incentivar la industria nacional.
	Conviene señalar que corresponde a la entidad pública fijar en el pliego de condiciones los criterios de asignación del puntaje o factores de evaluación. En consecuencia, la entidad cuenta con discrecionalidad administrativa para determinar los elementos o circunstancias que utilizará para la calificación de las propuestas. No obstante, dicha discrecionalidad no es absoluta, pues se encuentra limitada por las normas de orden público, incluidas las reglas imperativas para la elaboración del pliego de condiciones y el deber de selección objetiva.
	Dentro de las reglas que restringen la discrecionalidad administrativa de las entidades estatales en la elaboración del pliego de condiciones se encuentra el artículo 2 de la Ley 816 de 2003. En efecto, este enunciado normativo establece que las entidades de la administración pública a las que se refiere el artículo 1 de la misma Ley deben incluir “[…] un puntaje comprendido entre el diez (10) y el veinte por ciento (20%)” para estimular la industria nacional, cuando se oferten bienes o servicios nacionales” –inciso primero o “Franja 1”–. Adicionalmente, la norma indica que si no se ofertan bienes o servicios nacionales, sino bienes o servicios extranjeros, “[…] la entidad contratante establecerá un puntaje comprendido entre el cinco (5) y el quince por ciento (15%), para incentivar la incorporación de componente colombiano de bienes y servicios profesionales, técnicos y operativos” –inciso segundo o “Franja 2”–. 
La aplicación del puntaje al que se refiere el artículo 2 de la Ley 816 de 2003 fue reglamentada mediante el Decreto 680 de 2021. El artículo 1 del mencionado Decreto modificó parcialmente el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015 para definir los Servicios Nacionales en los siguientes términos:

“En los contratos que deban cumplirse en Colombia, un servicio es colombiano si además de ser prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o por un proponente plural conformado por estos o por estos y un extranjero con trato nacional, usa los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad Estatal para la prestación del servicio que será objeto del Proceso de Contratación o vinculen el porcentaje mínimo de personal colombiano según corresponda.

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o un proponente plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes colombianos o la vinculación de personal colombiano.

Los extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación de manera singular o mediante la conformación de un proponente plural, podrán definir en su oferta si aplican la regla de origen aquí prevista, o cualquiera de las reglas de origen aplicables según el Acuerdo Comercial o la normativa comunitaria que corresponda. En aquellos casos en que no se indique en la oferta la regla de origen a aplicar, la Entidad Estatal deberá evaluar la oferta de acuerdo con la regla de origen aquí prevista”.

De acuerdo con lo anterior, y respecto del factor de evaluación de apoyo a la industria nacional previsto en la Ley 816 de 2003, la regulación vigente refuerza la relevancia de la constitución jurídica del prestador del servicio como criterio central para determinar su carácter nacional. Esta exigencia no es meramente formal, pues implica que la sociedad haya sido creada bajo el ordenamiento jurídico colombiano y se encuentre sometida al régimen societario, tributario y de control estatal del país.
En virtud del principio de reciprocidad, mediante el cual Colombia otorga a los bienes y servicios provenientes de Estados con los que exista un acuerdo vigente un trato no menos favorable que el otorgado a los nacionales —siempre que se cumplan las condiciones del respectivo instrumento internacional—, una persona jurídica extranjera puede recibir trato nacional. No obstante, ello no implica que dicha persona jurídica se transforme en colombiana ni que se equipare formalmente a una sociedad constituida bajo la legislación nacional; la equivalencia se limita al tratamiento dentro del proceso de selección.
Ahora bien, la noción de servicios nacionales no depende exclusivamente de la naturaleza jurídica del prestador. En principio, también se requiere que la propuesta contemple la utilización de bienes nacionales relevantes. Estos corresponden a los bienes definidos como nacionales en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, conforme al Decreto 2680 de 2009.
En consecuencia, cuando el contrato deba ejecutarse en Colombia, la entidad estatal debe definir los bienes nacionales relevantes, pues su uso permite establecer si el servicio puede calificarse como nacional. Si no existen bienes nacionales relevantes o no hay oferta nacional registrada, el puntaje podrá otorgarse al proponente que se comprometa a vincular el porcentaje mínimo de personal colombiano que defina la entidad estatal, el cual no podrá ser inferior al cuarenta por ciento (40%) del total requerido para la ejecución del contrato.
En aplicación de estos criterios, corresponde a la entidad estatal determinar en los pliegos de condiciones la metodología para asignar el puntaje por apoyo a la industria nacional. El puntaje solo debe concederse al proponente que acredite el cumplimiento de los requisitos normativos, ya sea mediante la incorporación de bienes nacionales relevantes o mediante la vinculación del personal colombiano exigido. En consecuencia, la posibilidad de acceder al puntaje por apoyo a la industria nacional no depende exclusivamente de la composición del capital social, sino del cumplimiento de la regla de origen y de las condiciones previstas en la Ley 816 de 2003 y su reglamentación, cuya verificación corresponde a la entidad estatal en cada proceso de contratación.
En este contexto, la constitución de una persona jurídica conforme a la legislación colombiana adquiere especial relevancia como criterio autónomo para acceder a la condición de servicio nacional bajo la regla interna; sin embargo, no excluye la posibilidad de que una persona jurídica extranjera —no constituida bajo la ley colombiana— pueda recibir un tratamiento equivalente, si proviene de un país con el cual Colombia haya suscrito un Acuerdo Comercial que incluya compromisos en materia de contratación pública y le reconozca trato nacional.
Respecto de la noción de Servicios Nacionales, cabe señalar que no está determinada únicamente por la naturaleza jurídica de su prestador, ya que además de tratarse de una persona natural colombiana o jurídica conformada según la ley colombiana, se requiere que la propuesta, en principio, incluya en la ejecución del contrato la utilización de los bienes nacionales relevantes. En ese sentido, la definición de Servicios Nacionales remite a la noción de Bienes Nacionales establecida en el mismo artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, que dispone que son aquellos “Bienes definidos como nacionales en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, de conformidad con el Decreto 2680 de 2009 o las normas que lo modifiquen, aclaren, adicionen o sustituyan”. 
El artículo 1 del Decreto 2680 de 2009 dispone que “Se entiende como bienes nacionales, aquellos bienes totalmente obtenidos, bienes elaborados con materiales nacionales o productos que sufran una transformación sustancial de conformidad con lo previsto en el presente decreto”. Asimismo, conforme al artículo 19.1 del Decreto Ley 210 de 2003 y artículo 1 de la Resolución del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 331 del 25 de junio de 2010, el Registro de Productores de Bienes Nacionales es administrado por la Subdirección de Diseño y Administración de Operaciones de la Dirección de Comercio Exterior, además de que puede consultarse en la ventanilla única de la dependencia mencionada.
En consecuencia, si el contrato debe cumplirse en Colombia, la entidad estatal debe definir los bienes nacionales relevantes, pues el uso de estos por parte del proponente es uno de los criterios que permiten establecer si el servicio puede calificarse como nacional. Si el contrato no debe cumplirse en Colombia, para que el servicio sea nacional, no es necesario que se usen bienes o personal colombianos, sino que basta con que sea prestado “por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o un proponente plural conformado por estos”. Lo anterior en consonancia con el artículo 1 del Decreto 680 de 2021. 
De otra parte, el artículo 2 del Decreto 680 de 2021 consagra unos lineamientos que deben seguir las entidades estatales para definir los bienes colombianos relevantes y otorgar el puntaje de que trata el inciso 1 del artículo 2 de la Ley 816 de 2003. En efecto, el artículo 2 del Decreto en comento dispone lo siguiente: 

“Adiciónese el artículo 2.2.1.2.4.2.9. a la Subsección 2 de la Sección 4 del Capítulo 2 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, cuyo texto será el siguiente:

“ARTÍCULO 2.2.1.2.4.2.9. Puntaje para la promoción de la industria nacional en los Procesos de Contratación de servicios. La Entidad Estatal en los Procesos de Contratación de servicios, otorgará el puntaje de que trata el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003 al proponente que oferte Servicios Nacionales o servicios extranjeros con trato nacional de acuerdo con la regla de origen aplicable.
En los contratos que deban cumplirse en Colombia, la Entidad Estatal definirá de manera razonable y proporcionada los bienes colombianos relevantes teniendo en cuenta:
1. El análisis del sector económico y de los oferentes, y, toda aquella información adicional con la que cuente la Entidad Estatal en la etapa de planeación del Proceso de Contratación;
2. El porcentaje de participación de los bienes en el presupuesto del Proceso de Contratación; y
3. La existencia de los bienes en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, en los términos del Decreto 2680 de 2009 o las normas que lo modifiquen, aclaren, adicionen o sustituyan.
En aquellos casos en que, de acuerdo con el objeto contractual, no existan bienes colombianos relevantes o no exista oferta nacional de los mismos en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, la Entidad Estatal otorgará el puntaje de que trata el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003 al proponente que vincule el porcentaje mínimo establecido por la Entidad Estatal de empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, que no podrá ser inferior al 40% del total de empleados y contratistas asociados al cumplimiento del contrato.
La Entidad Estatal documentará este análisis y dejará constancia en los Documentos del Proceso”.

[bookmark: _Hlk86820149][bookmark: _Hlk108603140]Según el artículo 2.2.1.2.4.2.9 del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 680 de 2021, que desarrolla lo establecido en la Ley 816 de 2003, para definir los bienes colombianos relevantes, la entidad estatal debe tener en cuenta tres criterios, a saber: i) “el análisis del sector económico y de los oferentes, y, toda aquella información adicional con la que cuente la entidad estatal en la etapa de planeación del Proceso de Contratación”, ii) el porcentaje de participación de los bienes en el presupuesto del Proceso de Contratación y iii) la existencia de los bienes en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, en los términos del Decreto 2680 de 2009. 
En aplicación de estos criterios, corresponde a la entidad estatal determinar en los respectivos pliegos de condiciones o documentos equivalentes, la metodología conforme con la cual se asignará el puntaje correspondiente por apoyo a la industria nacional. Así, los puntos para la promoción de la industria nacional solo deben concederse al proponente si éste cuenta con el respectivo Registro de Productores de Bienes Nacionales para los bienes relevantes que ofrece para la prestación del servicio. El proponente es autónomo para definir si se presenta o no al proceso acreditando este factor de evaluación; sin embargo, la asignación del puntaje está sujeta al cumplimiento de los requisitos previstos en las normas citadas.
Sin perjuicio de lo anterior, el penúltimo inciso del artículo 2.2.1.2.4.2.9 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 680 de 2021, prevé el supuesto de hecho de que no existan unos Bienes Nacionales relevantes para la ejecución del objeto contractual, estableciendo la posibilidad de que, en estos casos, el puntaje se otorgue a los proponentes que se comprometan vincular un porcentaje determinado de personal colombiano a la ejecución del contrato. Este porcentaje, si bien debe ser determinado por las Entidades Estatales en los pliegos de condiciones, no puede ser inferior al 40% del total de personas requeridas para ejecutar el objeto del contrato.   
Lo anterior implica que, las Entidades Estatales, al regular el puntaje dentro de los pliegos de condiciones, deban establecer si el puntaje se otorgará por la utilización de Bienes Nacionales relevantes para la ejecución del objeto contractual o por la vinculación de un porcentaje determinado de personal colombiano durante la ejecución del contrato, el cual, según el penúltimo inciso del artículo 2.2.1.2.4.2.9 del Decreto 1082 de 2015, no podrá ser inferior al 40%. En todo caso, la Entidad Estatal tiene la obligación de justificar las razones por las que opta por una u otra opción, de acuerdo con el último inciso de la referida norma reglamentaria.  
Este puntaje resulta aplicable tanto a proponentes singulares como plurales, ya sea por el compromiso de incorporar el Bien Nacional relevante o de vincular el personal colombiano en el porcentaje determinado por la Entidad Estatal. Con todo, es importante tener en consideración, que en medida en que se trata de supuestos de hecho que se proyectan a la ejecución del contrato, los bienes a incorporar o el porcentaje de personal a vincular, en últimas debe ser el mismo, independientemente de si se trata de un proponente singular o plural. Esto sin perjuicio de las determinaciones o acuerdos que se realicen por parte de los proponentes plurales de cara a la ejecución del contrato en el marco de la independencia técnica y autonomía que les asiste, frente al compromiso que de manera solidaria asumen al optar al puntaje antes explicado.

iii) En relación con su solicitud, corresponde a la Entidad Estatal determinar en el caso concreto la forma de proceder. Sin embargo, es importante resaltar que la sola omisión de un acuerdo comercial específico en el pliego de condiciones no supone per se su inaplicabilidad. Si la entidad simplemente omitió incluir el acuerdo, de modo que no consignó una regla de exclusión, no puede predicarse la existencia de un acto administrativo cuyo contenido resulte contrario al tratado internacional del cual es parte el Estado colombiano. En este supuesto se trata un vacío en el pliego de condiciones que debe ser suplido con el ordenamiento jurídico aplicable, dentro del cual el Acuerdo Comercial, incorporado a este mediante ley aprobatoria, junto con el artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015 ocupan una posición de prevalencia. 
En este sentido, teniendo en cuenta que el tratado hace parte de la normativa aplicable en materia de contratación, que implica le cumplimiento de los compromisos y obligaciones internacionales asumidas por el Estado, y que el mismo Estatuto señala que la entidad tiene la obligación de “conceder trato nacional los oferentes, bienes y servicios provenientes de Estados con los cuales Colombia tenga Acuerdos Comerciales, en los términos establecidos en tales Acuerdos Comerciales”, el silencio sobre un tratado ratificado en los documentos del proceso no implica que la entidad pueda desconocer u omitir su cumplimiento. En este sentido, la entidad debe, en la medida de lo posible, aplicar directamente el tratado, dando prelación a sus reglas en la evaluación.
Sobre el puntaje de Industria Nacional, lo anterior significa que si el pliego previó el factor de la Ley 816 de 2003 y un proponente acredita que se trata de un oferente, bienes o servicios que provienen de un Estado cubierto por el Acuerdo Comercial aplicable, la entidad debe asignarle el puntaje reservado a la oferta nacional, sin que pueda oponerle la omisión del listado. En cumplimiento de lo dispuesto en el EGCAP, la entidad no puede negar dicho puntaje si cumple con los presupuestos que para este exige la norma.
Ahora bien, es importante resaltar que la aplicación directa del tratado en sede de evaluación puede no resultar materialmente posible en todos los casos, según los requisitos y reglas que la entidad haya incorporado en el pliego de condiciones. En este sentido, si el proponente puede acreditar las condiciones para el trato nacional mediante la información y documentos ya contempladas en los documentos del proceso, la entidad debe otorgar el puntaje directamente, integrando el vacío del pliego con el tratado y el Decreto 1082. 
Sin embargo, si el reconocimiento del trato nacional exige la acreditación de condiciones o que el proponente aporte documentos que el pliego no contempló, corresponde a la entidad adoptar las medidas procedimentales que permitan su aplicación sin sacrificar la igualdad ni el debido proceso. Así, por ejemplo, si el momento en el cual se encuentra es antes del cierre, la vía natural será una adenda que incorpore el acuerdo, ajuste el mecanismo de acreditación y amplíe el cronograma si los plazos mínimos del acuerdo no se respetaron. Cuando la situación se evidencie después del cierre, y la acreditación depende de documentos que prueban circunstancias existentes al momento de presentar la oferta, la entidad puede requerir al proponente para que las aporte en el marco de las reglas de subsanabilidad, teniendo presente la restricción del parágrafo 1º del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. 
Si la omisión del acuerdo compromete el proceso, la entidad deberá acudir a las medidas remediales o de saneamiento[footnoteRef:5] que puedan resultar adecuadas, en lugar de una aplicación directa del tratado que resulte materialmente inviable o lesiva a la igualdad. En cualquier supuesto, corresponde a la entidad determinar las medidas que puede adoptar para lograr armonizar la aplicación del Acuerdo con el pliego de condiciones en cumplimiento del marco jurídico y de los principios que rigen su actividad contractual.  [5:  Al respecto la Agencia ha señalado que aunque el artículo 49 de la Ley 80 de 1993 establece que «Ante la ocurrencia de vicios que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena administración lo aconsejen, el jefe o representante legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente vicio» (énfasis fuera de texto), debe advertirse que este artículo condiciona dicha facultad de saneamiento de los defectos formales a que los vicios «no constituyan causales de nulidad».  En ese orden de ideas, será preciso revisar el régimen de las nulidades de los actos de adjudicación de los contratos estatales, al cual le serán aplicables las causales establecidas en artículo 137 de la Ley 1437 de 2011. 
La Ley 80 de 1993 otorga una autorización a las entidades estatales para que puedan remediar o corregir aquellos defectos o irregularidades de procedimiento o de forma que no constituyen causales de nulidad del contrato, a través de la figura del «saneamiento de los vicios de procedimiento o de forma» establecida en el artículo 49 de la siguiente manera: «Artículo 49. Del saneamiento de los vicios de procedimiento o de forma. Ante la ocurrencia de vicios que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena administración lo aconsejen, el jefe o representante legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente vicio.» De la lectura de esta norma se puede apreciar que para su aplicación se requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: i) el vicio a sanear tiene que ser de procedimiento o de forma, lo que significa que no es posible sanear a través de esta figura los vicios de fondo o sustanciales del acto o contrato, lo que lleva a que,  ii) el vicio a sanear no puede corresponder a  ninguna de las causales de nulidad absoluta o relativa de los contratos estatales, iii) debe hacerse mediante acto administrativo motivado, iv) el funcionario competente es el jefe o representante legal de la entidad y v) el saneamiento debe ocurrir cuando las necesidades del servicio lo exijan o a las reglas de la buena administración lo aconsejen. 
Bajo esta lectura siempre será oportuno revisar las circunstancias particulares de cada caso y, en especial, el ejercicio del deber de diligencia y de buena fe por parte del contratista para así poder establecer con certeza si este también debía advertir el yerro, en vez de utilizarlo en su propio favor alegando un posterior restablecimiento del derecho.] 

Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con  la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. De esta manera, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 80 de 1993, artículo 49.
· Ley 816 de 2003, artículos 1 y 2.
· Ley 1150 de 2007, artículo 5, parágrafo 1º.
· Ley 1437 de 2011, artículo 137.
· Decreto Ley 210 de 2003, artículo 19, numeral 1.
· Decreto 2680 de 2009, artículo 1.
· Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1, 2.2.1.2.4.1.1, 2.2.1.2.4.1.3 y 2.2.1.2.4.2.9.
· Decreto 680 de 2021, artículos 1 y 2.
· Resolución 331 de 2010 del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, artículo 1. 
· Resolución 304 de 2021 de la ANCP – Colombia Compra Eficiente.
· ANCP – Colombia Compra Eficiente. Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación, p. 10.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre la aplicación del Decreto 680 de 2021 y el otorgamiento del puntaje por apoyo a la industria nacional en los procedimientos de selección en los conceptos C-442 del 26 de agosto de 2021, C-542 del 20 de octubre de 2021, C-549 del 5 de noviembre de 2021, C-020 del 22 de febrero de 2022, C-219 del 21 de abril de 2022, C-265 del 4 de abril de 2022. Asimismo, la Agencia explicó la aplicación de la Resolución 304 de 2021 “Por la cual se modifican los Documentos Tipo adoptados por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente” en los conceptos C-549 del 5 de noviembre de 2021, C-647 del 22 de noviembre de 2021, C-688 del 4 de enero de 2022, C-166 del 5 de abril de 2022, C-196 del 13 de abril de 2022, C-201 del 13 de abril de 2022, C-327 del 23 de mayo de 2022, C-352 del 2 de junio de 2022, C-396 del 15 de junio de 2022 y C-571 del 14 de septiembre de 2023, C-543 del 11 de octubre de 2024, Concepto C- 1032 del 04 de febrero de 2025, C- 100 del 05 de marzo de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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